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la clasificación, condiciones y organización de los establecimientos y
medidas materiales necesarios, el régimen penitenciario, el tratamiento
o conjunto de actividades penitenciarias.

Se estima que la pretensión de coordinación que se infiere de la
propia titulación del Real Decreto 1436/1984 de su exposición de
motivos carece de base constitucional. Tras un análisis detenido del
principio de coordinación de las posibles técnicas normativas de
coordinación de carácter general Yespecial, Yde los métodos coordina­
dores de naturaleza no normativa, se concluye afirmando que en
ninguno de estos supuestos se encuentra la materia a que se refiere el
Real Decreto por el que el Estado, sin que tenga titulo competencial,
trataría de implantar por sí Ycon exclusión del resto de las Administra­
ciones Públicas una serie de obligaciones y formas de actuación en la
ejecución y en la actividad penitenciaria. y de introducir mecanismos de
control difuso sobre el funcionamiento de la Administración de la
Comunidad Autónoma en materia que ni la Constitución ni el Estatuto
prevén. Esa coordinación resulta además innecesaria en la medida que
la coordinación en la actuación ejecutiva autonómica está asegurada. por
la legislación que dicte el Estado y las competencias autonómicas se
limitan a ejecutar la legislación estatal y a organizar y dirigir o
inspeccionar las instituciones penitenciarias conforme a las normas
preestablecidas, por lo que no puede haber resultados descoordinados
entre las distintas Administraciones con competencia ejecutiva sobre la
materia.

S. Seguidamente, se analiza el articulado del Real Decreto
1436/1984, de 20 de junio, a la luz de los criterios expuestos y respecto
a los artículos concretos que han sido objeto de este conflicto positivo
de competencia.

El art. 1.2 c), al obligar a la Administración Penitenciaria a disponer
de un número de plazas no inferior al 10 por 100 del total del
cumplimiento destinadas a penados clasificados en primer grado de
tratamiento, convierte este número de plazas indisponible para la
Administración Penitenciaria, y ello supone una limitación directa en la
organización y gestión de las Instituciones Penitenciarias. Aunque del
art. 72.2 de la Ley Orgánica General Penitenciaria se deriva esta
obligación de la Administración Penitenciaria de recibir a los internos
que en el precepto se señalan, las medidas adoptadas para hacer viable
esa obligación han de corresponder a Iá· propia Administración por
tratarse ya de una ejecución del precepto legal. Cosa muy distinta seria
el establecimiento de los limites mediante la fijación de áreas de gestión
indisponibles para la Administración Autónomica Penitenciaria, pues
ello supondría una invasión competencial además perfect.a.mo:nte inÚ;til.

El art. 2 establece una obligación formal para las Comunidades
Autónomas de información a la Administración Central, en concreto a
la Dirección Geneneral de Instituciones Penitenciarias, de toda una serie
de actos administrativos que se realizan en virtud de las competencias
de gestión, como son los traslados, clasificación y permisos (<<y demás
datos que afectan a la situación penitenciaria»). Ello implica una
obligación genérica de información de todo tipo de actuación adminis­
trativa (competencia de la Administración Penitenciaria Autonómica).
El· arto 80, párrafo 2, del Reglamento de la Ley General Penitenciaria,
establece sólo un deber de notificación de los traslados que tengan lugar
con ocasión de la clasificación operada. Esta seria la única obligación de
información a cumplir por cualquier Administración Penitenciaria. El
Real Decreto no mega la competencia autonómica sobre estos actos
administrativos. pero dispone la obligación de información de los
mismos a la Dirección General. Pero una cosa es un deber de
colaboración y auxilio entre distintas Administraciones y otra un deber
genérico e ilimitado de información, como el contenido en el arto 2 del
Real Decreto 1436/1984, que articulado como fórmula abierta llega a
suponer un método encubierto de control estatal respecto a la gestión
autonómica de materia penitenciaria, no asumible en el concepto bien
diferente de coordinación. El propio Tribunal Constitucional ha consi­
derado el acceso indiscriminado de órganos estatales a la documentación
de Administraciones Autonómicas como un caso de invasión competen­
cia! extraño al deber de colaboración (STC 9511984, de 18 de octubre,
fundamento jurídico 9.~. Al ser exclusiva la competencia autonómica.
el Estado no puede imponer unilateralmente deberes adicionales a su
ejercicio.

Estas consideraciones son trasladables a la referencia contenida en el
art. 4.2 del Real Decreto 1436/1984, de 20 de junio, por cuanto suponen
reiteración de la misma obligación. En el caso de este arto 4.2, la invasión
competencia1 es tanto más patente en cuanto se exige la notificación
para que las Administraciones Penitenciarias autónomas operen la
clasificación de internos que no implique tralsado extraterritorial,
haciendo caso omiso del sistema establecido en el arto 80.2 del
Reglamento Penitenciario en el que se contienen las informaciones o
notificaciones obligadas para la Administración Penitenciaria de que se
trate.

El art. 3 impone a la Comunidad Autónoma. por medio de su
Administración Penitenciaria. e~ deber de acción conjunta_ con la
Dirección General de Instituciones Penitenciarias a la hora de determi·
nar las plazas óptimas y máximas de cumplimiento de penas en los
establecimientos sitos en territorios comunitarios. Al exig¡r el Decreto
que se impugna una determinación conjunta Administración Peniten-

Sábado 25 junio 1988

Pleno. Conflicto positivo de competencia número 817/1984.
Sentencia número 104/1988. de 8 de junio.

E! Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomlis y Valiente, Presidente; doña Gloria Segué Cantón, don Angel
Latorre Segura, don Francisco Rubio Llorente, don Luis Diez-Picaza y
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Carlos de la Vega Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, don Miguel
Rodriguez·Piñero y Brav(}oFerrer, don Jesús Leguina Villa y don Luis
López Guerra, Masistrados, ha pronunciado
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SENTENCIA

En el conflicto de competencia nÚIn. 817/1984, planteado por el
Gobierno Vasco, representado por el Abogado don Javier Balza Agu;­
lera, frente al Gobierno de la Nación, representado por el Abogado del
Estado en· relación con algunas disposiciones del Real Decre­
to 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas provisionales de coordina­
ción de las AdministraClones Penitenciarias. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer, quien expresa el
parecer del Tribunal.

I. ANTECEDENTES

1. Por escrito que tuvo su entrada en este Tribunal el 24 de
noviembre de 1984. la representación del Gobierno Vasco plantea
conflicto positivo de competencia frente al Gobierno del Estado por
entender que el Real Decreto 1436/1984, de 20 de junio, sobre normas
provisionales de coordinación de las AdministraClones Penitenciarias
(<<Boletín Oficial del Estado» núm. 181, de 30 de junio), no respeta el
orden de competencias establecido en la ConmtueJ.ón ID en el Estatuto
de Autonomía del País Vasco.

2. A los efectos del arto 63 de la Ley Or¡ánica del Tribunal
Constitucional, el Gobierno Vasco, en la reunión de su Consejo de
Gobierno de 4 de septiembre de 1984, acordó dirigir al Gobierno del
Estado requerimiento de incompetencia en relación con el Real Decreto
1436/1984, de 20 de junio, solicitando se derogue el art. 1.2 e), se
eliminen determinadas expresiones del art. 2, se derogue el art. 3,
art. 4.2, el inciso final del art. 4.3 Y el art. 5.2, o, alternativamente, se
declare la no aplicación de tales preceptos en el ámbito de la Comunidad
Autónoma del País Vasco. Dicho requerimiento se formuló mediante
esento de 24 de septiembre de 1984, que tnvo su entrada en la
Delegación del Gobierno en el País Vasco en la misma fecha.

3. Por Acuerdo del Consejo de Miniatros de 31 de octubre de 1984,
se acordó desatender el requerimiento por no estimarlo fundado, dado
que la norma dietada tiene apoyo constitucional suficiente, dada la
~mpetenciaexclusiva del Estado en materia de legislación ,penitencia·
na.

4. El escrito del Gobierno Vasco realiza,. en primer lugar, un
análisis de la distribución competencial Estado-Comunidad Autónoma
del País Vasco en materia penitenciaria, a la luz de la Constitución y el
Estatuto de Autonomía del País Vasco.

De acuerdo con el arto 149.1.6 de la Constitnción, corresponde al
Estado la competencia exclusiva respecto a la legislación pemtenciaria

. entendida como reserva global de la normación de la materia penitencia·
tia. El Estatuto de Autonomía del País Vasco concede competencia en
materia de organización, régimen y funcionamiento de los estableci·
mientos penitenciarios conforme a la legislación penitenciaria (art. 10.14
del Estatuto de Autonomía del País Vasco) y competencia de ejecución
de la legislación del Estado en materia penitenciaria (art. 12.1 del
Estatnto de Autonomía del País Vasco).

La inclusión de dos fórmulas de redacción distintas en este texto
estatutario no tiene que generar dudas de interpretación desde el
momento en que ambas reservan al Estado la legislación general en la
materia y dando competencia a la Comunidad Autónoma del País Vasco
para la ejecución en su propio territorio de dicha legislación, y
especialmente, y como conc:rectón de dicha ejecución. la o~nización,
régimen y funcwnamiento, conforme a las normas establecidas por el
Estado. de las instituciones penitenciarias existentes en su territorio.

Como elemento interpretativo de esta distribución competencia1 y
como norma inttgrante del denominado bloque de constitucionalidad.
estima que ha de tenerse en cuenta lo previsto en la Ley Orgánica
General Penitenciaria 1/1979, de 26 de septiembre, cuyo arto 79
establece expresamente que la dirección, organización e inspección de
las instituciones penitenciarias corresponde a la Dirección General de
Instituciones Penitenciarias del Ministerio de Justicia. salvo, respecto de
las Comunidades Autónomas que ha~ asumido en sus respectivos
Estatutos., la ejecución de la legislaetón penitenciaria y consiguiente
gestión de la actividad penitenciaria. Tal es el caso del Pais Vasco, por
lo que al Gobierno Vasco le corresponde la ejecución del contenido de
dicha Ley, la gestión de toda la actividad penitenciaria y, en concreto,
la dirección, organización e inspección de las instituciones reguladas en
la Ley. Dentro de ello, en relación a la Ley Penitenciaria, ha de incluirse
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ciaria Autónoma·Direcci6n Genenl, está convirtiendo en compartida
una competencia definida' constitucionalmente como exclusiva. La
Adminialnlci6n PeniteDciaria Auton6mica eslá obligada a cumplir lo.
requiaitol ~ exi&encias 9ue en la determiDaci6n da plazas se derivan da
la 1qislati6n peniten=ar:.:' dantro da esIO' limites, open la
exclusividad da la Co . Autónoma .in que~ limitarse a las
CODdiciones de una determinación co~unta. Los cnterios expuestos han
da baome extensivos al inciso final del art. 4.3, por cuanto .uponen una
_ 6n a este art. 3 al decir «seI\ln las capocidadea máximas realmente
_blec:iclaD.

m art. S.2 dispone que la Direoci6n General de Instituciones
PeDiteDciariu dictará loa criterios de normali7lción para homogeneizar
la documentaci6n básica peniteDciaria en el tnltamiento da internOL
!lite _ invadirla competencias asumidas por la Comunida4
Aut6no~en cuanto que es daber da las Adminislnlciones Penitencia·
rias cumplimentar las aeciones a que obliaa la leaislaci6n I"'nitenciaria,
es decir, COD el contenido material de Iaaetividaápenitencwia. pero no
...poc:to al modelo formal da la documentaci6n en que tal aetivida4
baya de materializarse. Con indetlen<lencia da la formulaci6n absoluta·
mente indeterminada y ..,.mea de! art. S.2, el diseilo de la documenta~
ción y la determinaci6n de los modelos documentales cOlTesponde a la
competencia.da la Comunida4 Autónoma del Pala Vasco por pertenecer
a la orpnizaci6a, r6aimen y fundonamiento de InstitUCIones Peniten­
ciarias. m&:" opem una atribuci6n actual de potestada. a la
Direcci6D en relaci6n con la materia indicada, y produce uf
una invui6n competencial.

En. base a ello se solicita que se declare que los arto. 1.2 eJ, art. 2,
art. 3~ art. 4.2, en relaci6n con el art.. 2, 8ft. 4.3 in .fine, en relación con
el ort. 3, Yart. S.2, todo ellos dal Real Decreto 1436/1984, da 20 da·
junio, no ...peten el ordan da compeleJ!cia. establecido en la Constitu·
ción y en el Estátuto da Autonomfa del Pal. Vasco y consiguientemente
lO declare la titularidad da _ comunida4 Autónoma .obre laco_._ controvertida . . .

6. Por ¡w.ovidancia da 28 da noviembre da 1984 la Secci6n Tercera
aconl6 _/ir a tramite el CODfIicto positivo da competencia planteado
por el Gobierno Vasco en relación con el Real Decreto 1436/1984, dar
trillado da la dem'od~documentol presentados al Gobierno da la
Noci6a, pora que en el da veinte cIias aporte cuanto. documentol
QOIIIldere convenientes y cIiri¡ir comunicación al Presidente del Tribu­
1181 Supremo para conocimiento. da la Sala da lo Contencioso-Admini..
tnltivo correspondiente dal mismo por si en esta estuviese impugnado
o .. impuanareel retmdo Real Decreto, uf como publicar la incoaci6n
del con1Iicto pora aeneral conocimiento, en el «Boletin Oficial del
&tadeot y _ Oficial dal P.úI V.......

7.. mAbcpdo del Estado, en su'escrito da a1elacioncs, imaliza en
lIrimer 1vDr la distribuci6n competencial en matena penitenciaria. Se
_ dé acueIdo con el GobierDo Vasco en 'l.ue corresponda al Estado
la 1eIi"oción penitenciaria, enteoclida en sentido material, inclnida la
poIatad re¡lamentaria, y que a la comunida4 Autónoma del Paí. Vasco
eort'OI)lOtllIe las funciQMI da~ón,Raimen y funcionamiento
de las inIlit1lcionea y establecimientol penitenciarios conforme a la
lqislatión aeneral y, en concreto, la ejecución de la leai.lación general
del Estado en' materia penitenciaria, como también reconoce la Ley
0qúIica General Penitenciaria 1/1979, da. 26 da septiembre, que
eneomienda imll1lcitámente a la Comunida4 Autónoma del Pal. Vasco
la ejecnci6n de la k8islación penitenciaria y la coasiBniente ge.ti6n da
ea actividad. penitenciaria.

l'r<cisamente por ello estiJÍla inexplicable la formulación del con·
fIicto attua1 en cuanto qUIlo cuestionado,~CIuna norma jurídica y no
un llCto de exclusión, en el conflk:to no se tnlta tanto da impugnar alauna
dctmniDaciónconcretadc la Dormaqúe haya podido invadir un ámbito
com~cialpropio. sino una vindicatio potestatis. Bastaría este primer
aniIifis pora reebazar la pretensi6n articulada, puesto que e. indiscutible
la iDcompe1eDcia. fonnal del Gobierno Vasco para normar las materias
• qUe el eonfIie:tQ te refiere.

La comPetencia _tiva comprende la competencia para dietar
normas con finalida4 de coordinaci6n o con t6cnícas coordinadora•. La
coordiDIIción como titulo competencial propio supone más bien un plus
competencial sobre las funciones normativas que oc arbitran en favor del
Estado. mart. ISO.3de la Constitución constituye precisamente una
cUusula de cierre del 'sistema aplicable. únicamente a Jos supuestos en
que el k8islador carece da cauce ~ el ejen:icio da una potestad
Jecislativa o aqua JIIera insuficiente. La exIStencia de competencias
COIIl:IetaS de coordinaci6n no· sianifica la exclusión da una finalida4
coordinadora y el empleo da técnicas coordinadoras en el ejercicio da
competencia. normalivu ordinarias establecidas en favor del Estado,
pues la Constitución residencia en el Estado competencias de carácter
normátivo, para alcanzar támlmn una eoordiDaci6n, es decir, consegnir
la finaUdad da intesrar la divenidad de parles o .ubsi.tema. en .el
COI\iunto o sistema, como ba cIicllo la STC~~~983,da 20 da mayo.

La pretendida inDecesarieda4 de una aeti coordinadora tendria
IOmido si lo que te cuestionara lilera una medida no normativa dietada
• modo da competencia impUcita da otnl prin'1\Pal y éon el designio de
aseanrar la plena efeetivida4 da .u ejercicio. Sm embarBo, la oO¡i'eecí6n
resulta inexplicable respectO a un producto nonnativo, porque si o que
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ba da aseaurar la coordinaci6n es la Iqislaci6n, el Real Decreto en
conflk:to es una forma da leaislaci6n, sin que la competencia normativa
del Estado en materia penitenciaria baya queda40 cooge1ada con la Ley
<>rpníca~ra da 1979 y su Realamento da 8 dé mayo da 198L
La invocact6n al titulo competenciaf da la coordinaci6n encubre en
reaUda4 un rechazo a que el Estado reaule el modo da actuaci6n da lo.
6rpnos ejecutivo, auton6111COS, lo que entra6a un recbazo al propio
esquema constitucional da competencias. Los 6rpno. ejecutivos _
supeditados a las determinaciones da la norma y por ello la considera·
ción de que la normaci6n ~ta una vinculación de los 6raano,
ejecutivos jamás podrá consttmir un reprocbe leaitiJÍlo.

Entnl luego en el análisis concreto da lo. precepto. imtlU&tUldos. m
art. 1.2 el, relativo al n6mero minimo porcentual da plaz8. <lestinadas
a penados en primer grado de tratamiento. no ha sido rectamente
entendido, puesto que esta norma estatuye efectivamente un mínimo de
disposición da plazas para una finalida4 penitenciaria especifica, ten·
diendo a aseaurar un daber que la Adminislnlci6n del Pal. Vasco no
discute ni en cuanto a su voluntad intrínseca ni en cuanto a su lepIidad.
No se tnlta tanto da lIue estas plazas sean indisponibles para la
Administración Penitenciaria, sino, al contrario, de que estas plazas
daben estar di.puestas para un fin leaitiJÍlo necesario, y es materia de
reaIamentaci6n peniteDciaria sin que el Gobierno Vasco pueda ser
competente para ello por tratarse de una norma jurídica que comple­
menta otras anteriores.

El art. 2 impone una oblipci6n formal de información pora las
Comunidadea Autónoma.. La euesti6n que este precepto plantea no
atañe a las competencias sobre c:alificaci6n de penado. a que invoca la
damanda, sino a si la k8i.1aci6n dal Estado puede estatuir tal deber da
informaa6n da las comunidadea Autónomas. mGobierno Vasco no
recaba propiamente pora slla competencia da ordanaci6n del sistema da
informaci6n, sino que lO limita a expresar la improcedencia da que el
Estado lo bap, por estimar que ello supone un m_o encubierto da
control estatal da la aesti6n auton6mica da la materia penitenciaria. m
propósito da la norma no tnlta da ejercitar una medicla de control, sino,
más bien, unajustificada medida da información que te dabe conceptuar
como un daber reclproco entre "1 Estado y las Comunidadea Autónomu.
Las razones por las que el Estado daba conocer los datol relativos a la
selección da lo. reclusos en el mnbito nacional soillicilesdacom~
dado la plenitud de facu1tades normativas sobre la materia penitencia­
ria, sin cuyo conocimiento no se podrla orientarr ordenar esa actividad.
Este fin responda aenmcamente • la competellCl& establecida en el art.
149.1.31 da la COnstitución, que lleva impUcita la babilitación pora
recabar cualquier tipo de informaci6n que pueda'reputarre 6til para el
ejercicio da cualquier competencia estatal. Por otro lado, el Estádo no
deja da ostentar importantes atribuciones ejecutivas en materia peniten­
ciaria, como lo revelan las facultadesoto~ al Gobierno y al
Ministerio da Justicia e Interinr en las di.~ones finales da la Ley
0qúIica da 26 de septiembre da 1979. DilIcilmente podrIan actuarse
unas competencias de este si¡no si los 6rpnos llamados a su aplicación
no tienen la necesaria inf0rmaci6n sobre los becbos que daban justificar
su ejercicio.

mpropio Tribunal Constitucioll8l reconoce la existencia da daberes
da colaboraci6n y auxilio mutuo entre las Aclmini.steaciones Pllblicu, y
ba incIicado que este daber da colaboraci6n no es meneater que estA!
basado en preceptosco~ sino que se encuentra imrlfcito en la
propia esencia de la forma da orpnización territorial da Estado. La
hipótesis contemplada lO _tnl encubierta expresamente en el
art. 2 da la Ley 12/1983, de 14 de octubre, cur: con.titucionalida4 file'
expresamente reconocida en el fundamento I da la Sentencia da S da
aso.to da 1983. en base a un principio seneral da colaboración entre el
Estado y las Comunidades Aut6noma... .

Las consideraciones anteriores valen tambiál para cuanto dispone el
ort. 4.2 del Real Decreto.

El representante del Estado estima que no existe una reserva en favor
da las competencias da ejecuci6n que implique una exclusi6n da la
nonnación ni cabe recbazar que una competencia nonnativa se vea
.ustituida por una singnlar tllmtula de concierto que es lo pretendido
con el art. 3 del Real Decreto. Una di.par dafinici6n del nl1mero da
plazas máxima. podrla ocasionar aravfsimos problemas e incluso
dificultar el mismo cumplimiento da las normas, ello justificarla.el que
el Estado, por via normativa, pucIima establecer las _las o criterio. da
definici6n de las ~laxas _ y 6ptima. da los lICluaIes establecí·
mientol penitencarios o, incluso, Cllncretar nummcamente cIicbo
n6mero dentro da las potestadas norm.tiva. que te le reconocen. Lo que
ocurre es que el Estado titular da la potestad normativa ba sustituido
ésta por una flIrmula eoopentiva da determinación COI\iunta da las
pi.... ri16ximas y minimas mediante acuerdos. Esta fórmula es más
llexible, Y permite una actuación conjunta más ....petuosa con las
-competencias de las Comunidades Autónomas.

m art. S.2, sobre el modelo formal de la docUmentación, _tao
ria una norma básica _en materia de procedimiento administrativo, la
normalización de datol y bomo¡eneizaci6n da documentación búica, y
el titulo competeocial estaría en la potestad normativa del Estado, que
lo mismo que reaula el modo de· tnltar a un recluso pueda re¡uIar el
modo da tratar la informaci6n o documentación sobre lo. reclusos.
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8. Por provideucia de 7 de junio de 1988 se seül6 paJa d.libera­
ción Yvolición del _te conflicto .1 día 8 del mismo m.. y mo.

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. La pRtensI6n anicuIada en .1~te conflicto .. la d. que se
_ la tituIoridlld de la Comuniilad Autónoma del País Vasco
'-'" 1 la lil:ulWIes Y Itribucionea afecIadu por e! art. 1.2 c),
lIIl. 2 .... 101 támiDoo que n:oultan del eocri.too, lIIl. 3, art, 4.2, en
relación con el art. 2, Ym 4.3, In JiM, en relación con .1 art. 3, Y an
5.2 del Real Decreto 1436/1984, sobte normas provisional.. de coordi­
naci6n de la Adminiatracione Penirenciarias. Pam la representación
delilllldo, a la vista del COIIiunto del eocrito, se evldenClarla 'Iue en
JalidId lo cueslionade no es un acto del Estado cuya .jecuClón .1
~o Vasco, reivindique como de su propia eompeten~ sino el
contenido concreto de una norma que se estima invade el ámbito
"'?JDpetencial.pmpio del Gobierno y"!""'. Se niep que .1 Estado pueda
dictarla, pero no se pretende susutUlr al Estado con una normación
propia. Pam la reprosenllción del Estado bastarIa este prim.r análisis
puB rechazar la pretensión articulada puesto que «al mar¡en d.
cualQ.uier jWcio sobre la constitucionalidad material de las normas
~ lo que si .. jndilCUtibie, es la incompetencia fonual del
Gobierno Vuco puB normar las materias a la que .1 conflicto se
ro:6emo. Si _ opinión fuera acosible no seria_o .ntrar en un
aúIisia~ cletenick! del uunto al no existir en puridad una vindicatlo
potattJllS. SIDO una lD1pu¡nación de contenidos concretos de normas,
que - 0lI0I cauoos jurisdIocionalos, y que no poeIr!a ser obj.to de
_ocimiento de este Tn'buna1 Y. a traVá de este tipo d. conflicto.
. Sin embl¡'lo, un aúIisia preliminar pOrmite deducir que la preten­

si:6n del Gobierno Vuco, aun f~uIadaneptivamente, afecta d. fonua
direcla al reparto de competendU entre e! Estado y la Comunidad
_.V.- en materi8 de Administración Penitenciaria. Se niega
competeDcía al Estado puB establecer determinados Ifmites y obli",cio­
neo lla Adminiotraci6n Penitenciaria V.- que resultan de los artículos
del Real Decreto 143611984. La pretensión cIédUcida no es la anulación
de """""" aenemJ de lIIes artfcu1os, sino e! que se declare que por
~ de los miImoo se impon!'" ob)iPciones y 1fmites a la Administra­
ción V.- que suponen una IDV8I1ón de competencias por parte del
_ La .Indú:rzllo poi_la existe indirectamente y se articula sólo
~Ia~~de_a_lacompeten~pro~sinlas
ID""......... que raultan de los reIOridlJs artIculos del Real Decre­
to 143611984.

Este Tribunal ha admitidn '1ue en estos conflictos de competencia es
pooibIe plantellr, puB ~tizIr e! ÚIlbito pmpio de autonomÚl,
___ de lesión por limpie menoscabo, no por Invasión de compe­
_ ajalu, de modo que no raullI~ que .1 .nte que
plantes el conflicto lOCIbe puB lila competencia ejercida por otro, SIDO
tan sólo que la lIClttICióD del otro afecte 1 su propio ámbito de
aatonnmftl condiclonattdo o oonfi&uranc1o de forma que juzguen
adocuIIda-1u c:omveteneias que en Virtud de esa autonomía ostenta»
(STC 11/1984~ Tal 0CUrtll en el peesente caso en .1 !Iue la Comunidad
~.V.-~ que \os~ objeto ~I conflicto
1Dlpiden, dificultan o COIlCIicIonan indebidatitente su propIB competen­
cia de~ Penitenciaria. En COJIIeCUeDcia, la pretensión
lbrmulada se b!'podido~la vIa del conflicto de competencia,
aunque~ utiIizme este ento sólo sea procedente .xaminar
la cuestión desde la perIpeeti~ de la posible vu1Deración del orden

==~c::.=~':=~':::"te~O~~==
propiaa en llIIteriI penitenciaria de la Comunidad Autónoma Vasea.

2. Tanto la repmenllci6n del Estado como la re¡msentación d.1
Gobierno Vuco coinciden en la 1Ineu ....eraIes de la distribución
competencial en materia penltenciaria. mm 149.1.6 de la Constitución
reserva 1 10 exduII~ competencia del Estado la JeaisJoción penitencia­
fÚl,y ambas repmentocionea _ de acue:nto en una inleI]lrellción
material del tmmino Je¡isJac!ón al JDIl'IeD del _ formal de las
normas que incluye lImbi6n los resJomentos ejecutivos, que son
desanoI1o de la Ley, lo que constitu,.. titulo suficiente paJa que .1
Estado reauIe In /otb la _ Tambi6n ambas represenllciones están
de o<:uenlO en que la doble re&rencia a 10 materi8 en el Estatuto VllSCO
(el m .10.14 y el m 12.1) no plantel dudas en inleI]lretor que
Wii~.... al Gobiemo Vasco tu fAcultades de~ón, régimen
y lItnCionamiento de las Administracionea J'eniteneWias y, .n general,
todas la wneopondientes a la ejecución de la lqisJac!ón penitenciafÚl,

Como elemento in1ellJlelltivo de la distribución competencia!, la
Ley <>rpnica 0enenI Penitenciaria 1/1979, de 26 de septi.mbre, 'n su
m 79 ha~ una salvodad~ a la competencia de la
DireecIón 0enenI de Instituciones Penitenciarias del Ministerio de
1usticia, .n lQlIeIIu Comunidades Autónomas ~ue.l)ayan asumido en
SUI reapectivos Estatutos 10 ejecución de lal~n penitenciaria y
consiauiente aestión de la actividad penitenellria». En puridad este
preoDPto no detenni.na~te competencias autonómicas en el
l1IIIJtO de la Constitución y los Estatutos, sino que lo que hace .. una
raerva respecto a la atn"bUci6n de competencias ejecutivas que puedan
establecef los respectivos Estatutos, pero, en todo caso, deja perfecta-
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mente claro .1 ÚIlbito competencial de ejecución de la 1qis1aci6n
penitenciaria y consi¡uiente sestión de la actividad penitenciaria que
pueda corresponder a la ComUDidacles Autónomas -ineluida la direc­
ción, orpnización • inspección de los cenllOl peniteneiarioa- y que, de
acuerdo a su Estatuto, corresponde al Gobierno Vuco.

A la Comunidad Autónoma del País VllSCO 1. incumbe pues de forma
exclusiva, <da .jecución de la I~ón I'"nítenciaria y consi¡uiente
...tión d. la actividad penitenClaril», llI1entraS que 1a compelencia
IeBislativl, incluyendo los reaJamentos d. ejecución, corresponde al
Estado. Sobre este particular _ de acuerdO la partes en conflicto.

El Gobierno Vasco niep, sin embar¡o, que exisll una competencia
del Estado l?"'" coordinar la actividad y aesti6n de la Administraciones
Penitencianas autonómicas, que es la que .1 Estado habrfa ejen:ido. de
acuerdo a su título y a su exposición de motivos para dictar el Real
Decreto 1436/1984. Entiende que en ni"""o de los mttodos posibles de
coordinación se .ncuadrarla la materi8 a la que se refiere dicho Real
Decreto y que .1 mismo impon. oblipciones a la Comunidad Autó­
noma Vasca, no previstas constitucional o estatutariamente ni en 1&
legislación penitenciaria posterior, puB la ejecución de sus ~¡rias
competencias. oblipciones innecesarias por existir una l~n
unifonu. estatal que evill la descoordinación, y puB cuya imposición
.1 Estado careceria de titulo competencial.

Por su parte, .1 Letrado del Estado defiende 11 competencia del
Estado puB dictar .1 Real Decreto 1436/1984 'J. la 1esitimidad de la
obligaciones y limites que impon. a la Comunidad Autónoma, enten­
diendo que la finalidad de coordinación no~ a la eset1C11l de lo
nonuativo, d. modo que la competencia leaisla~ del Estado comJl!CD­
dería la competencia puB nonnar con una finalidad de coordinación o
con técnicas coordi.nadoras.

En relación 1 _ probl.mática, la ca1ilicación como de coordinación
incluida .n el titulo y en la exposición de motivos del Real Decre­
to 1436/1984 no vincuIs a este Tribunal que debe examinar la
naturaleza real de la fit:ullIdes .jercidas por e! Estado y de los1fmites
y obligaciones que aqutl impone a la Comunidacl Autónoma. Además,
fiente a lo que sostiene la represenllcióndel Gobierno Vuco, no puede
reducirse ni confitndirse las manifesllciones CSIlCci1leas de coctrditw:ión
que aparecen en nuestra Constitución (ans.149.1, 13, 15, 16, etc.) como
competencia adicional a una competel@fli'iÜ1náti~ limitada, con la
funciones general.. de coordinación que·coimponden al Estado cuando
sus competencias normati_ son plenas, dado que aquB II~ puede
_tenderse en absoluto de la .jecución lutonómica de 10 1eJ,isloción
estatal. Resu1l1n asf posibles formas de interYettei6n Dormati~ que
establezcan rqlas. que cumplan una función coordinadora de las
AdministIllciones Autonómicas entre si y con el Estado. en su STC
32/1983, este Tribunal ha reconocidoesll competencia _111 de
coordinación que peni¡ue «la inlqrlción de la divmidad de la partes
o subsistemas .n .1 colliunto O sistema, evilIndo COlIlr'Idicci.:.':J
reduci.ndo disfuncionea ... que imped/rfan o cIificu11añan la .
misma del sisten1l». Pues cuando se tralI de ejecutor una 1eIisJac!6n,
propia de! Estado, los deberes de colaboración y ItWliO mutuo entre las
autoridades estallles y IUtonómicas, que se encuentran implfcitos en la
propia esencia d. la fonna de orpnización territorial del Estado (STC
18/1982, de 4 de mayo), bID de entenderse intensificados en la medida
en que .1 Estado no P.!JCde desentenderse de la IDIicaci6n adecuada y de
la interpretación unifonn. de la Ley, 10 que, ailemú, sucede especial- .
mente en materia penitenciaria, en 1& q~ el contenido de 1& Donnativa
se conecll lImbi~n con los arta. 17 y 2S de la Constitución.

Un adecuado equilibrio .ntre e! respeto de la IUtonomlu territorIa­
les y la necesidad de evillr .1 que _ condUZCID 1 ~oneI o
compartimenllciones que desennozcan la propia unidad del.siatema
Cm 2 de la Constitución) puede reaIizane 1 traVá de la llC1ot>ci6n de
formas y fónuulu de coordinación y colabondóD, máa aliiertu Y
Ilexibles que la utilización excIuai~ de intervellCionoo normativo
regu1adoras que imponen detetminadas concluctll o deciaionea. Respe­
lindo rigurosamente lacom~de ejecución de la Con",.idocles
Autónomas y sin introducir ittcIebidamente formas de control dinlcto o
jerárquico ha de admi_1a competencia del Estado cuandoU de
competencias normati_ plenaS puB _blecer, con una ~od
coordinadora, condiciolll111leDtos en .1 ejercicio comllCteDCial. que sólo
serian contrarios al orden constitucional cuaodo, deade e! punto de vista
cualitativo o cuantitativo, suponpn una n6rdida de la IUtonom1a de
ejecución de la Comunidad Autónoma. !'ero en 111 caso la indebida

. invásión'.n lascom~ autonómicas no derivarfl del cadcter de
coordinación d. la medidas, sino de la il\ierencia indebida de la
mismas en lascom~ propia de la Comunidad.

ED consecu.ncia, DO pi¡ecIe _ en principio la competencia del
Estado puB dictar e! Real Decreto 1436/1984, que impllcitamenle .1
propio Gobierno Vuco admite, pues sólo imJlUlDll determinados
preceptos incluidos en dicho Real Decreto (y no 01101 que son máa
propiam.nte insttum.ntos de coordinación al *tal' a Iai mociones
entre las Administraciones Penitenciarias autonómicas o entre-. y la
Administración Penitenciaria central al trU1Ido de detenicIoa o
presos). En consecuencia, el conflicto':~cin:unJcribirse 1 si determi­
nados preceptos incluidos en Real Decreto 1436/1984 suponen, por su
contemdo, una interferencia ilegitima en las competencias proptU de la
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CómUDid14 AutóllO!D& V..... es dec:ir, si .1 Estado, a! dietar esos
.CIlIICreloo preceptoa, se ha excedido en su compelenda normativa a!
deIconocer competencias de ejecución propias de la Comunidad Auló-
DOID& Yuca. •

3. Anlea de en_ en el aMIisis ponnenorizadO de los artlculos o
\IRCOPIOS del Real Decreto 1436/1984 objeto del presente cont1iclo,
bemol de raponder a un _enlO BIobaI. que se reitera a lo 1aQlo de
la demanda, Yes el refilrente a que la l'OlIUIación contenida en dicho Real
Decreto no estaba prevista en la Ley 0eneraI Penitenciaria. As! se dice
Cl,ue .........ta una invasióncom~ imponer obli¡aciones en la
_ón no previstas en la lea:islación penitenciaria posterior. Esta
alInnación~ B<:eptar.1 que ¡'ubieran podido imponerse a travl!s de
esa !eliolOC1Ó1l las oblipciones o U1nilea ...ultanlea de los preceptos
impupados, pero 00 se acepta el que se hayan impuesto a travl!s de
\IRCOPIOS rqlamentarios. Con .no lo que se rechaza es .1 ins1rumenlO
normativo utilizado por el Estade para establecer la resulación, más que
la oompetencia estatal para establecer ,....:·,·tivametn. medidas en la
materia. -

No deben conlimdirse los problemas de la distnbnción competencia!
PtOPios de un oont1icto de oompetencia 000 101 del ...peto del principio
de Jeptidad, en los casos donde, como en la materia penitenciaria, ...ste
competencia exclusiva roauJadora del Estade. Una oosa es que .1 Estado
_ oompetente para normar una determinada materia y otra bien
diltinta es que esa normación _ que establecerse a travl!s del cauce
de la Ley o del ResJamenlO. NO oorrosponde a este Tribunal sino
_ocer la competencia del Estado para rquIar la materia, sin .n_
en la divena cuestión de cual deberia haber sido en .1 caso concrelO la
fllente más adecuada para su utilización y, en consecuencia, para deducir
la compatibilidad del Real Decreto oon 101 preceptos de la Ley General
Penitenciaria. La cuestión no podrfa.. plantearse siquiera desde la
pars¡lOCIiva del bloqu. de constilUcionalldd, puealO que .1 arto 79 d. la
Ley General Penitenciaria no establece un reparto de oompetencias, sino
una salvedad rospecto a la posibilidad d. que las Comunidades
Autónomas asumieran en sus Estatutos funciones de dirección y oontrol
de 101 establecimientos penitenciarios.

Por tanlO, no es un facIor decisivo relov8n:":Jue .1 Real DecreIO
oootonp ~nes o lllnilea para la Cóm· Autónoma Vasca
que no hablali lI¡urado en la Ley General Penitenciaria. dictada en un
momento en el que todas las competencias de ejecución se venIan
"",tiundo -por la Aclminiatración del Estado. El que una norma
rqlamentaria posted.or pueda o no Uenervados o completar omisiones
de la ley en cuanto a la ejecución autonómica de la Administración
Penitenciaria, es un probI.ma de adecuación o idoneidad de la fuente
normativa ulilizada, problema que no cabe cuestionar dentro de la vía
del oont1icto positivo de competencia, .n la que sólo cabe .xaminar si

.el Estado tiene oompetencia para dietar este tipo de medidas, competen­
cia que no puede considerarse conaeJada a! momento de dictarse la Ley
General Penitenciaria. Si es competente para ello, Y. es .1 único tema a
",minar, el Estado puede imponer a las Comunidades Autónomas los
deberes adicionalea de información, notificación u otros no previstos
... te en la Ley General Penitenciaria. De abí u. ha de
~ ar¡umentación basada en la novedad del ~eal 3:::e-
to 1436/1984. .

4. Entrando en '.1 aMIisis de los preceptos objeto del presente
oont1icto, euminamos en primer••1 oootenido d.1 art. 1.2 e) del
Real Decreto 1.436/1984 que oblip a todas las Administraciones
Penitenciarias a disponer de un número de plazas no inferior a! 10 por
lOO del lOta! de ewnplimiento, roservadas a penados clasificados en
primer srado de tratamiento.

El Oobierno Vasco no cuestiona la finalidad persesuida por esta
roserva de plazas, que es consecuencia de la oblipción que tiene la
Administración Penitenciaria de recibir a todo interno que, a !'CC\ueri.
miento de la autoridad judicial, deba pennanecer en un establecinuento
de ... competencia y a tOdos 101 penados que, por razón de clasificación
y destino, deban cunqJtir condenas .en su lImbilO territorial. Lo que
cuestiona,es el que, con tal finelidad, se baya concretado esta suficiencia
en un porcen~eeapecff1co de plazas, Este cuestionamiento se basa, a su
vez, en una triple ar¡umentación. 1.aI dos. primeras han sido ya
reopondidu en parte. La~ de e11as es la de que el precepto seria
oomocuencia de una aeuviclad coordinadora para la que el Estado
carocerIa de titulo suficiente, lltJUIItento que ha de recbazane, pues no
sólo el Estado _ titulo suficiente, sosún se ha visto, para la
coordinación de las A4ministraciones Penitenciarias, sino, además, el
Pftl!"'P.lO cuestionado en su contenido no se oorrosponde con una
actiVIdad- coordinadora en sentido FOpio, sino que contiene una
reauJación de Iosestablacimientos pen1tenciarios, compet.ncia propia e
iDdiscutida del Estado. El sesundo ar¡umento -conSIStente en que el
lllnite que se impon. a la Comunidad Autónoma no estaba previsto ni
en la Ley General Penitenciaria ni en su rqlamento de desarroUo-,
tambiál ha de rechazarse, puesto que ello supone reconocer la compe­
tencia estatal para dictar tIles medidas y discrepar sólo en el vehículo
formal utilizado, y si el Estado tiene competenCIa para resuJar tambitn
la tiene para introducir cambios y modificaciones en su propia norma­
tiva.

BOE núm. 152. Suplemento

El tercer arpunento del Gobierno Vasco es el de que de este~
se derivan limilea para la Administración Penitenciaria AutonólDlCl,
pues ese procen~. rqlamentariamente establecido. supondria la fija­
ción de 4n:as de sestiiln indisP."nibles para la Administración Vasca.
Esta~ón ha de ser tambitn recba..da Al ser la Administración
PenitenCIaria ejecutora de la lesislación del Estade, cua1Quier tipo de
ordenación en la materia impon. oblipcionas y supone Ilmilea en las
fa<:ultades y potestades de ses\ión de la Aclminiatración Penitenciaria de
la Administración AUlOnómica. Además, en este caso, .1 lllnite se ha
establecido de una forma abierta y flexible, ~o la forma de mfnimo, lo
que ~ite a la Aclminiatración Pe,nitenciaria Vuca un nw¡en de
apreculC!ón para tomar en cuenta las cucunstancias ooncretas que se don
en los establecimientos penitenciarios existentes en esa COmunidad
Autónoma.

De lo anterior, se deduce que .1 Estado ha actuado dentro de su
lImbito d. competencias a! dietar el art. 1.2 e) del referido Real Decreto,
Y que el contenido del mistn~ no invade competencia aIauna de la
ComUDid14 Autónoma del País Vasco.

S. El art. 2 del Real Decreto 1436/1984 establece que _ Comuni­
dades Autónomas deberán informar a la Dirección General de institu­
ciones Penitenciarias d.1 Ministerio de Justicia de lOdo~, traslado
salida, clasificación, permisos y demlis datos que afecten a la situació~
penitenciaria d.los.internos de los establecimientos que ses\ionen en su
lImbito territorial».

El Gobierno Vasco entiende que esta oblipción ....mca de informa­
ción de lOdo tipo de actuación administrativa en la materia supone una
vinlación de su propia competencia, y entiende que se deIconoce
además lo dispuestu .n los arts. 79 y 80 de la Ley Qrpnica General
Penitenciaria, de 101 que resulta que la. Administración Penitenciaria
Autonómica ha sustituido a la Dirección General de Instituciones
Penitenciariu del Estade en la función de clasificación y de destino de
los recluidos, no existiendo otros deberos de notificación que los que la
propia Administración Penitenciaria del Eslado tiene ...pecto a 101
ÓrpDOI judiciales o, en su caso, SUbernativOl .n caso de traslado,
deberos de noti1icación que además no implican invasión competencia!,
pues no seneran una tutela o un control difUso sobre las actuaciones y
permisos. Resulta necesario previamente c!eümilar el objeto del 000­
Oicto, """a..ndo preliminarmente el que del articulo objeto del
cont1icto se deduzca una nesociacióD de la competencia autonómica
sobre los actos administrativos en relación a los in¡tesos traslados, etc.
Al contratio, del mismo se deriva el reconocimiento yrospeto de la
competencia autonómica para adoptar tales actos de ejecución, aunque
se impo. la obli¡ación de información sobre eUos al órpno estatal
correspondiente. Hemos de entender asi limitado .1 conOicto a euminar
si la imposición de este deber de información supone una invasión de
la competencia propia de la Comunidad Autónoma Vasca.

El primer ar¡um.nto del Gobierno Vasco contra los deberos de
información que introduce el citado an.. 2 es el de que los IIÚImos no
estaban previstos ni en la Ley ni en el ResIam.nto Penitenciario. Como
hemos venido afirmando,' este no es un arpmen.to ac:eptab1e, JJ1:!eI el
hecho de que no se introdujeran tales debere. en un momento imcial no
es un obstáculo para introducir en un momento ~terior deberos de
información adiCIOnales que responden a otru finalidades y tienen otros
destinatarios de 101 que la Ley Yel RqlamenlO Penitenciario establecie­
ron. Si la Ley Penitenciaria fas pudo introducir es que el Estado tenia
competencia panl ello.

UD sesundo ar¡umento para rechazar' los deberos de información que
establece el art. 2 del Real Decreto 1436/1984 es que los mismos
rebasarían con mucbo el prineipio y deber de colaboración de awúlio
mutuo entre las distintas, Administraciones, suponiendo esta dilcrimi~
nada exigencia de información una invasión competencia! extraña, al
deber de colaboración. En esta arsumentación se trata de analizar la
diferencia entre los conceptos de control y coordinación, lo que a su vez
es contraarsumentado con a1¡una detención por el Letrado del Estado.
Sin embarso, no es necesario en_ en esa polmúca; lo relevante no es
si tales deberes de información son'o no un mecanismo de coorc:tinación,
sino si tales deberes son compatibles o DO con lal competeDciu propias
de la Comunidad Autónoma Vasca. En efilcto no puede nepne la
competencia del Estade Para establecer debe... de información del tipo
de los que introduce el artlculo objeto del COnIlicto. En un sistema de
autonomías territoriales la eficacia de la ""'¡ón de los poderos públioos
requiere la may(JI' transparencia entre los mismol. Asf 10 ha entendido
este Tribunal en su Sentencia de S de "OlIO de 1983, a! afirmar que .1
art. 2 de la Ley del Proceso AUlOnómico es oonstituciona1 y no incide
en el sistema autonómico de distribución de competencias en la medida
que se limita a establecer un deber reciproco de información entre la
AdminiStraciÓD del Estade Y las Comunidades Autónomas y puede
entenderse como una consecuencia del princij)io aeneraI de colaboración
que debe presidir las relaciones entre el Estado y las Comunidades
Autónomas. Pero tambitn ha dicho que este tipo de ins1rumentos de
información en relación con las Comunidades Autónomas DO puede
convertirse en un nuevo y autónomo mecanismo de control (Sentencias
de 22 de febrero de 1982, 28 de abril y 20 de mayo d. 1983). AuJique
la lesislación del Estado pueda imponer oblisaciones de información a
las Comumdades Autónomas en materia penitenciaria.. eno no supo~e
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que le~ permitido el establecimiento de un control genérico in~·
minado que implique UIl& dependencia jerúquica de la Comumdad
Autónoma~ al EaUcIo, ni un <:entrol estata!, con facul~ de
dinlcción, rectificación o roprosiÓD, IObIe las autondades autonólDlCDS
de loo establecimienlOS penitenciarios.

Hemoo de BDaÜzlIr, en coDlOCllellCia, si loo deberes de información
que establece el citado art. 2 pueden en~ 1qÚD. lO.stiene el
Oobiemo Vasco, como un mélAlcIo encubierto, difuto o mdi=to de
conl101 J1Ol" parte de la AdminiJtración del EaUcIo de la gestión
autoDÓllliCO en mat.eria penil<llciaria. Pano ello es _ante, en primer
1_, el que la infomtación al Estado se bIp pn:cisamente a través de
la DiRcción General de Instituciones PenitellClllrias, pues con ello sólo
se trata de facilitar la linidez de la información, las posibilidades de
in_bio de éstas y, por ende, la creación de un sistema global
col\iunto de información al que tarobiéD pueda tener acceso, en su caso.
el Gobierno Vasco. Tampoco es óbice el carácter no esporádico sino
permanente y concreto de los deberes de infonnación. pues ello se
conesponde con la propia naturaleza de la actividad administrativa
penitenciaria, de los actos concretos cuya información se solicita. y de
neoesidad de inmediatez en esa información para que pueda cumplir los
fines que a la· misma cortespo:ndan. _Lo decisivo, más bien, es el
contemdo o intensidad de esa mformación. Esta información se refiere
a una serie de aetuaeiones relativa a la situación de los internos
(~::,.lacIo, salida, clasificación, permisos). junto a ello se hace
UIl& • abierta a _ dalOS que uecten a la situación
penitenciarill». Soble este último dato ba insistido mucho la demanda
~ justificar el carácter genérico indeterminado, y, por ello, de control
mdirecto del deber de información. Sin embara<>, inclulO estando a la
letra de la disposición esta referencia más geneial no ~fica imponer
un deber genérico abierto, que deje a la total discreción del órpno
admjrristrativo central ellOücitar toda clase de informacioDes que tenga
a bien sobte el funcionamiento de la institución penitenciaria gestionada
por la Comunidad Autónoma. La información se refiere sólo a la
situación penitenciaria del intenm y a dalOS que afecten a la misma, por
lo que se determina con auficiente precisión el ámbito de los deberes de
información que se establecen, sin que nada de ello lesione las
competencias de ejecución de la Comunidad Autónoma.

Por otro lacio, ba de seilalarse que loo deberes de colaboración y
awtilio mutuo hao de entenderse mtenslficados cuando se trata de
ejecutar UIl& le¡¡islación propia del Estado; de cuya aplicación '!'!ecuada
y uniforme éate no puede desentenderse, porque todas las Insll.tuelOnes
Penitenciarias te in.,. en un siatema única, y. además, realizan UIl&
actividad adminiaUauva que conatituye un instrumento al servicio de
otnlI fineI, de la a.P!i<;ación de UD~oPenal único y de la ejecución
de cleciIiones judiciales en materia pena1, y estÚl implicados tarobién
01IU autoridades, tanto aubemativu del EaUcIo en relación con la
seauridad pública (art. 149.1.29 c.a) como 19S Ól'l'!"0s del Pod<!r
Judicial. Por ello, en cuanto se trata de una materia prop.. y caracterim­

,cas de la le¡¡isIación penitenciaria y en el IIWCO de la necesaria
colaboración del EaUcIo y de la AdminiatracIón autonómica, pueden
imponerse a _ deberes de información sobeo las situaciones de los
internoa en 101 Control penitenciarioo ptIonadoa por ésta.

A tal efecto resultan adec\Iadol mecanismos como los establecidos en
el art. 2, que no pueden ser entendidos en nin¡ún cato como UIl& forma
de control directo estatal sobte las autoridades de 101 establecimientos
pe:oiteDciariOl ni suponen una dirección ni una posibilidad de rectifica·
ción o de represión de las mismaa, sino tan sólo UIl& información de
determinadas decisiones, que respeta su autonomia de gestión. El
EaUcIo, al exiBir estas informaciones, est4 reconociendo y respetando las
competencias propias de ejecución de la Comunidad Autónoma, sin que
esta solicitud de información sn_ hale a lo que entiende la
representación del Gobierno Vasco, ni UIl& desconfianza de partida,
bacia la actuación de las Comunidades Autónomas, ni, mucho menos,
genera un control difuso sobre las concretal actuaciones administrativas.
Por tocIoello, se ba de concluir afirmaucIo que el art. 2 del Real Decreto
1436/1984 no supone UIl& invnsión competencial del Estado en la
competencia de la Comunidad Autónoma del PaIs Vasco.

6. El art. 4.2 del Real Decreto 143611984 establece que «si la
clasificación y destino del interno no implicara traslado a un ámbito
territorial distinto, la Administración Penitenciaria retolverá sin más
trámites que la preceptiva notificación a la AdminiJtración del Estado,
en SIl ....... Este péri8fo .....ndo es impu¡naclo por el Gobierno Vasco
por entender que el precepto impone, para que la Administración
Penitenciaria Autonómica pueda operar en la clasificación de internos
UDa exi¡encia de notificación a la Administración estatal. que desconoce
el art. 80.2 del Reglamento Penitenciario que es el que establece 1...
informaciones o notificaciones obliIadu para la Adnllnistración PCDl­
tenciaria de que se trate. Pano el f:.etracIó del EaUcIo se trata de una
infumtacióD _ en distinta motivación y normalmente dirigida a
distinlOS órpDoo de loo indicados en el citado art. 80.2 del Reglamento
Penhcnciario n:ferido a las autoridades judiciales o administrativas a
cuya disposición los inlemoo se encuentren, por lo que no babria
interferencia a1guDa entre ambas norma.

Dos temas distinlOS se planteau en este precepto objeto de conmcto.
En primer 1_, el deber de información que impone frente a la
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Administración del EaUcIo. Por las razones dicbas en el fimdamento
anterior el deber de información que aqul se establece no puede
entenderse como un conuol gená'i.co e indetermiDado que implique una
dependencia jerirquica de la Comunidad Autónoma Il1mte al Allminis­
tración estatal, porque no atribuye a &la filcultad de revisión de lo
actuado. ni supone una. interferencia directa en d aparato ejecutor
autonómieo, al limitarse a facilitar al EaUcIo UIl& información que

. resulta necesaria para el cumplimiento por éate de sus funciones en
materia ~tenciaria, y ello tarobiéD al mar¡en de si el ReaJamento
PenitenCIario no bubiera previsto originariamente este deber de infor·
mación que ahora se aiIade. La SCJUnda cuestión es la de que, por su
forma de redacción, este ano 4 podI1a ser entendido como imponi~
una eondición o ~cia para poder llevar a cabo la autond¡ad
autonómica la clasificación del interno. Sin emberJo, DO es~ la única
lectura posible del precepto, ni siquien la más coherente con el mismo.
No puede entenderse que este deber de información se interfiera.en el
procedimiento administrativo de clasificación. porque es postep0r al
mismo y además tendrá lugar sólo «en su C8S0», 10 que parece mdicar
la eventual existencia de sUl?uestos en que tal deber de notificación no
esté prevista. En consecuenCUl, ha de rechazane que exista una invuión
competencia1 del Estado·en este art. 4.2.

7. El art. 3 del Real Decreto 1436/1984 establece que «1a Dirección
General de Instituciones Penitenciarias y la Administración Penitencia·
ria de cada Comunidad Autónoma procederán conjuntamente a deter.
minar las plazas óptimas y máximas de cumplimiento de penas que se
trausfieren».

A juicio del Gobierno Vasco la determinación de plazas óptimas y
máximas de cada establecimiento penitenciario es una de las funciones
implícitas en la~d de orpnización de las Instituciones Penitencia­
rias. competencta exclusiva de la Comunidad·Autónoma, ignorada por
el Real Decreto que se impu¡na al exi~r éate la determinación coI\iunta
entre la Comunidad Antónoma r la Dirección General, convirtiendo así
en compartida una competenCIa definida constitucionalmente como
exclusiva

Por su parte el representante del Estado expone las razones priclicas
referidas a la insuficiencia de los Centros Penitenciarios actualmente
existentes y a su localización territorial. Esta medida tratari de co....,m
una definición homogénea del número de. plazas máximas para ev1t&r
con ello los problemas que podrían derivaÍ'se de una definición dispu
de ese número, lo que baria inviable la posibilidad de traslado y
dificultaría incluso el mismo cumpümiento de las penas. Según la
representación del EaUcIo, cabria baber establecido, mediante el ejerci­
cio de la potestad normativa estatal. las pautas o cnterios de defimCÍón
de las plazas múimas y óptimas de loo actuales establecimientos
penitenciarios o incluso concretarse dicho número, pero el prece¡>to ba
sustituido la fórmula normativa rígida por UIl& fórmula cooperallva de
determinación ~unta de las plázas máximas y óptimu mediaute
acuerdo entre la DiRcción General de lnatituciones Penitenciariaa y las
Administraciones Penitenciarias de cada Comunidad, lo que seria UIl&
fórmula más liexible y más adaptable a las neoesidades y aspiraciones de
cada Comunidad que el empleo de UIl& fórmula normativa más cerrada.

Lo que ba de analizane al respecto es si, al imponer esta fórmula de
establecimiento de fo!"", col\iunta y m~te acuen!O de! n)lmero .de
plazas máx1D185 y ópumas de los establecmuentos peDltenClUlos aestio­
nadoo por la Comunidad Autónoma Vasca, el Estado ba invadido las
competencias de ésta. No cabe duda de que dentro de las filcultades
normativas del Estado entraría tanto la «conselación» de las actuales
plazas máximas y óptimas. como la fijación minuciosa de los requisitos
y condicionamientos para la determinación de tales plazas, limitando a
través del ejercicio de facultades normativas el _ de diserecionali.
dad de la Comunidad Autónoma al respecto. El problema es· el de si
puede sustituine ese tipo de normación por el uso de otras fórmulas que
pennitan Uc:F al mismo objetivo, mediante instnlDlentos de coopera~
ción y auxilio mutuo.

Tiene razón el Gobierno Vasco cuando afirma que el ejercicio de
facultades normativas plenas por parte del Éatado no puede ser utilizado
desconociendo o sustituyendo el orden constitucional de competencias,
y, en este caso, las filcultades ejecutivas del Gobierno Vasco. Sin
embargo, lo que no resulta del orden constitucional de competeDCiu es
que la determinación del número de plazas de los establecimientos
penitenciarios haya de incluirse dentro de esas facultades ejecutivas, y
pueda ser objeto de la competencia normativa pro~iadel Estado. Ha de
considerarse. en el concreto súpuesto que exammamos, que nuestro
sistema penitenciario se configuril precisamente como un sistema dIlico
que in. un conjunto de establecimientos intercomunicados y _aestio­
nados, bien por la Administración del Estado, en~OI casos, bien por
la Administración Autonómica; y como se ha indicado, este sistema es
instrumento para el cumplimiento de fines globales del Estado co'\iunto.
Resulta de todo ello que las decisiones que afectan a todo ese Sllterna
-como son, necesariamente, las referidas a su capacidad total, 6~ma y
máxima, y, en consecuencia, a la capacidad de los establecimientos
integrados- han de adoptarse con carácter aeneral y de forma bomoaé­
nca para todo el sistema, y. en consecuencia, por el Estado y en el imbIto
estatal de actuación. NO son JJ2Sibles en este punto decisiones auton6mi~
cas unilaterales que, al modificar el número de plazas disponibles para
absorber a la población penitenciaria, tendrian consecuenaas o repercu-
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FA.LLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA
NAClON ESPAl'\OLA,

cuestionado, afirma que no es·dificil suponer que se relacionen con la
vulneración del derecho a la presunción de inocencia contenido en el
arto 24 C.E. Partiendo de esta base, se estructura el escrito en dos ver­
tientes: la primera hace referencia al estudio de los elementos del delito
del an. 509 y la segunda recoge una Sentencia del Tribunal Supremo (la
de 28 de mayo de 1981l en la que no se pone en duda la constitucionali­
dad del citado precepto.

Por lo que respecta a la estructura del precepto, el Fiscal menciona
la existencia de dos elementos: uno objetivo, que es el hecho de poseer
o fabricar útiles destinados directamente al robo, de acuerdo con un
juicio de adecuación social, y otro, cuya naturaleza no define, es el inciso
legal «110 diera descargo suficiente sobre su adquisición o conservación».
El primer elemento no choca con la presunción de inocencia; la
tipificación de la tenencia de ciertos útiles -como los estupefacientes- es
una cuestión de política criminal basada en la peligrosidad socialmente
apreciada de tales instnunentos. En lo tocante al segundo de los
elementos, el Ministerio Fiscal argumenta que, de la mano de los arts.
1 Y 6 bis, al, C.P., todo delito o falta ha de ser doloso o imprudente y
que el error excluye la punición de las conductas cuando los hechos lo
sean por mero aCCIdente. A la luz de ambos preceptos ha de interpretarse
toda la gama de infracciones del Código Penal y. por tanto, si se hace
así, el inciso al que se ha aludido es meramente redundante y no supone,
pues, una vulneración de la presunción de inocencia.

La defensa de los encausados enCOntró acertado el planteamien­
to de la cuestión por entender que sus patrocinados serian condenados
por la sola declaración de los agentes de policía que les detuvieron y
ocuparon los útiles presuntamente delictivos de mantenerse la vigencia
del ano 509.

2. Por Auto de 27 de marzo de 1985, que tuvo entrada en este
Tribunal el dia 29 siguiente bajo el número 2691198S, el Juez de
Instrucción núm. 1S de Madrid planteó cuestión de inconstitucionalidad
relativa al ano 509 C.P.

a) En primer término, el titular del citado órgano judicial fonnula
una serie de reflexiones en tomo a la pertinencia de plantear la citada
cuestión. En efecto, el precepto del que el fallo depende es preconstitu­
donal y, por tanto, sometido' a los efectos de la disposición derogatoria
tercera de la C.E., si ello fuera menester. Ahora bIenl como el Código
Penal sumó una promnda reforma por la Ley Orainica 8/1983, de 25
de junio, surge la duda sobre la constitucionalidad del precepto, y esta
duda no se puede disipar pese a no haber sido afectado el' mismo por
la referida reforma. La duda se incrementa por haberse reformado en
profundidad los delitos contra la propiedad -lo que favorecerla una
IOterpretación en el sentido de asunción por parte del legislador del
Derecho Penal no reformado-o No despeja dicha incertidumbre la nueva
dicción del arto l c.P., que exige, para poder apreciar una infracción,

competencia pan dictar esos criterios de normalizaciÓD de los datos de
carácter penitenciario, y esta competencia ·como tal no le PUede ser
negada aúD lIlÚ cuandc> se ha reconocido un _o de información
propio sobre la situación de los internos, y esos datos y esa doeumenta.
ción viene referida esDOCfficamente al «ttatamiento de los internos», Ni
la normaIización de datos ni la homoaeneización de documentaciones
-imprescindible ademú pan la posibilidad de truJado de internos
propia de un sistema penitenciario único aun con posible gestión
autonómica de centrosin~1 en el mismo- puede entenderse como
una invasión de competencias:, al D1IIIJeIl de que, en el presente caso, se
alude a «documentación _, permitiendo, por ello, un amplio
margen pan diseóo y establecimiento de una documentación autonó­
mica no normalizada propia. En consecuencia, el arto 5.2 del Real
Decreto 1436/1984 no ha invadido las competencias de la Comunidad
Autónoma Vasca.

Ha decidido:

Que las competencias controvertidas en el presente conflicto corres­
ponden al Estado.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
ocho.-Fumado: Francisco Tomás y Valiente,-Gloria Beaué Can­
Ión.-An&eI Latorre SegunL-Franciaco Rubio Uorente.-Luis Dfez·Picazo
y Ponce de León.-Fernando Garcla·Mon y GonúIez·RegueraI.-<:arlos
de la Vega Benayas.-Eugenio Díaz Eimil.-~iguel Rodriguez.Piñero y
Bravo-Ferrer.-Jesús Leguina ViIIa.-Luís López Guerra.-Rubricado.

Pleno. Cuestiones de constitucionalidad mJmeros 269,
1.035, 1.059. 1.077/1985 Y 222/1987. Sentencia núme­
ro 105/1988, de 8 de junio.

El Pleno del Tribunal Constitucion8.I. compuesto j>Or don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; doña Gloria Segué cantón, don Angel
Latorre Segura, don Francisco Rubio Uorente, don Luis Diez-Picaza y
PORce de León, don Fernando Garcfa-Mon y González-Regueral. don
Carlos de la Vega Benayas, don Eugenio Díaz Eimil, don Miguel
Rodriguez-Piñeiro y Bravo-Ferrer, don 1esús Leguina Villa y don LUIS
López Guerra, Magis~dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

oioDes en el coujunto del sistema penitenciario '1 condicionarían las
decisiones de otras Administraciones Autonórmcas y de la propia
Administración del Estado.

Siendo, pues -por la misma nalUla1eza del sistema penitenciario-,
atribuible a las inalaDcias estatales la adopción de es'" decisiones, no
cabe excluir que para ello y en el ejercicio de sus facultades normativas
pueda el Estado utilizar fórmulas IDÚ abiertas Ytlexibles de coopen¡ción
con las Comunidades Autónomas, que den entrada también a la
participoción de la Administración autonómica en una decisión que,
pan permitir una definición homOllÓllea del número de plazas, el Estado
podria incluso haber adoptado directamente.

Por ello ha de entendetse que el art. 3 del Real Oe<:reto 1436/1984
respeta el orden constitucional de competencias.

Loo criterios expuestos deben haoerse extensivos al inciso final del
an. 4.3 del Real Decreto 1436/1984, en cuanto supone una remisión a
dicho art. 3, al referirse a «ae&úD las capacidades máximas previamente
estab1ecidas». .

8. El an..,s.2 del Real Decreto 1436/1984 dispone que la Direeción
Genenl de Instituciones Penitenciarias «dietanllos criterios de normali·
zaáón de los datos de C8lá<:ter penitenciario pan homogeneizar la
documentación búica penitenciaria en el tratamiento de interno....

Para el Gobierno Vasco este precepto supone una invasión de
competencias asumidas por la Comunidad Autónoma, a la que corres-­
ponderia determinar la forma de realizar esa documentación y los datos
a incluir a ella. La ~tación del Estado sostiene ser norma blisica
en materia de proeedimiento administrativo la normalización de datos
y la hom~ón de la documentación básica, estando el titulo
competencial en la potestad normativa del Estado que no sólo l'uede
reauJar el ttatantiento de los reclusos, sino el de la informaaón y
documentación sobre ellos. De nuevo el problema está en parte
.lIIcitado por la imprevisión o insuficiencia de la lqislación penitencia­
ria originaria, a 10 que, además, en este caso, se añade la remisión que
se haoe a la Direeción GenenI de In.titu<:iones Penitenciarias de la
tijación de esos criterios de normalización. Sinem~, en un conflicto
de competencias la cuestión a resolver es la de SI el Estado tiene

SENTENCIA

En las cuestiones de constitucionalidad acumuladas núms. 269, 1.035,
1.059,1.077/1985 Y222/1987, promovidas la primera y la tercera por el
Juzpdo de Instrucción núm. 15 de Madrid, la segunda y la cuarta por
el Juzgado de Instrucción núm. 3 de Las Palmas de Gran Canana y la
quinta por la Sección Tercera de la Audiencia Provin~ de Valencia,
por supuesta inconstitucionalidad del art. 509 del CódIgO Penal. Han
sido parte el Fiscal General del Estado, el.Letrado del Estado, este
último en representación del Gobierno, y ha SIdo Ponente el Magistrado
don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, quien expresa el parecer del
Tribunal.

la siguiente

l. ANTECEDENTES

l. E11uzgado de Instrucción num. 15 de Madrid, por Auto de 27
de marzo ~a{~~~ acordó plantear ante este Tribunal cuestión de
inconstitucio . relativa al art. 509 del Códi&o Penal -C.P.-. En el

. acto de formulación de conclusiones definitivas en el procedimiento
especial previsto en la Ley Orgánica 10/1980, de 11 de nOVIembre,
numo 7/1984, seguido contra dos personas, el Ministerio Fiscal form~ó
una calificación alternativa del comportamiento presuntamente delIc­
tivo: tentativa de robo con fuerza en las cosas o tenencia de útiles
destinados al robo. A la vista de ello, el1uez de Instrucción núm. 15 de
Madrid suspendió el término parta dictar Sentencia y concedió un plazo
de diez días para que el Ministerio Fiscal y los defensores alegasen lo que
estimasen oportuno sobre la pertinencia o no de plantear la cuestión de
inconstitucionalidad relativa al' arto 509 c.P.

En sus alegaciones, el acusador público, tras manifestar que en la
providencia por la que se abrió este trámite no se ponían de relieve los
presuntos defectos que afectarían la constitucionalidad del precepto


